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Basados en un acuerdo entre los gobiernos de Chiapas y de California, con la 
colaboración de instituciones como El Colegio de la Frontera Sur (Ecosur) y 
trasnacionales conservacionistas, avanzan en Chiapas los proyectos llamados REDD, 
que significan la privatización del aire de los bosques, despojando a las comunidades 
que los habitan de su derecho al territorio. 

Para definir lo que se puede vender en indulgencias de carbono al gobierno de 
California y a las empresas contaminantes que lo sostienen, la administración 
chiapaneca intenta, como otras anteriores desde hace décadas, abrir una brecha en la 
Selva Lacandona que delimite la zona a comercializar, renovando agresiones y despojos 
a las comunidades indígenas. En marzo de 2011, funcionarios del gobierno estatal 
dijeron a la organización Justicia Ecológica Global (www.globaljusticeecology.org) que 
sólo les falta unir la brecha en la zona de las cañadas, donde hay comunidades 
zapatistas. 

Justamente, el intento de demarcación en la zona lacandona hace cuatro décadas, a favor 
de uno de los siete pueblos indígenas que la habitan fue lo que motivó la creación de 
una unión de todos los otros pueblos de la región contra la brecha lacandona, resistencia 
entretejida con el origen del EZLN. 

En 1971, el gobierno concedió 614 mil 321 hectáreas de selva a 66 comuneros 
lacandones (que no es su nombre original, ni son pobladores originarios de esa región), 
exacerbando el caos de sobreposición de títulos de tierra que ya existía en la región. 
Nunca se marcaron los linderos (la resistencia a la brecha lo impidió), pero desde 
entonces los lacandones son quienes firman el consentimiento a proyectos y contratos 
que les presenta el gobierno, sean madereros, turísticos o como ahora, REDD. Las otras 
comunidades fueron desplazadas o viven bajo amenaza permanente. 

REDD (Reducción de Emisiones por Deforestación y Degradación evitada de bosques) 
es supuestamente un programa para evitar la emisión de gases con efecto invernadero 
provocados por la deforestación, pagando con bonos de carbono a las compañías para 
que deforesten un poco menos. O a las comunidades, para que técnicos foráneos 
certificados les hagan un plan de manejo, que en la práctica significa que no pueden 
usar el bosque y pierden autonomía sobre el territorio. 

Para las empresas es un tremendo negocio, porque pueden seguir contaminando y 
además revender parte de los bonos a un precio mayor a otras empresas. O sea, no les 
cuesta nada y burlan las leyes ambientales. El 7 de abril 2011, Greenpeace Internacional 
publicó el informe Bad influence denunciando cómo la consultora internacional 
McKinsey –que tiene larga historia de asesorar privatizaciones y ahora asesora a países 
que quieren conseguir dinero de REDD–, había hecho una base de cálculos falseados 
para los gobiernos de Guyana y Congo, para mostrar una perspectiva de deforestación 
futura mucho mayor que la real. De ese modo, podrían incluso aumentar la 
deforestación y además cobrar REDD, alegando que con ello deforestan menos de lo 
proyectado. 

http://www.globaljusticeecology.org/


En el caso del pago a comunidades, en México hay ejemplos concretos del despojo que 
pueden producir estos esquemas, ya que los pagos por servicios ambientales forestales 
se basan en mecanismos parecidos. Con la excusa de pagarle una modesta suma a las 
comunidades para cuidar el bosque, en realidad se les despoja del manejo del territorio. 
En Oaxaca, hay casos donde al término del contrato de pago por servicios ambientales 
(cinco años), el gobierno decretó sus territorios áreas naturales protegidas o áreas 
prioritarias para servicios ambientales, extendiendo por 30 años los contratos, contra la 
voluntad de la comunidad. No pudiendo usar su bosque, que es el sustento de sus 
medios tradicionales de vida, tienen que irse para sobrevivir, aunque siguen teniendo los 
títulos de propiedad. 

Es parte de lo que se pretende hacer en las selvas y bosques de Chiapas: vender a 
trasnacionales el carbono que absorben los bosques y para dar garantías a este negocio, 
desalojar a las comunidades del bosque, idealmente desplazándolas para engrosar otro 
negocio del gobierno: las llamadas ciudades rurales sustentables. Ya desplazados y 
desarraigados, sin servicios ni medios de vida, la generosa oferta del gobierno de 
Chiapas es que sean peones en las plantaciones para biocombustibles. 

Los proyectos REDD en México no están formalmente definidos como tales, pero el 
gobernador Juan Sabines ya comenzó a pagar a selectos comuneros para mostrar su 
voluntad de crear una buena base para los negocios de las trasnacionales californianas, 
con recursos públicos. Necesita además cumplir con requisitos técnicos, como crear una 
línea base de cobertura vegetal y una proyección de cambios futuros en el uso de suelo y 
la biomasa, para luego poder decir que hubo menos deforestación, o por la razón que 
sea, que se absorbe carbono. En esas maniobras le asisten instituciones como Ecosur y 
el Colegio de Posgraduados, además de un comité REDD+ nacional, donde está 
Conafor, Conabio, Semarnat y otros entes del gobierno federal, con comerciantes de 
carbono y organizaciones conservacionistas que promueven negocios con la 
biodiversidad. 

Para definir la capacidad de retención de carbono, se están usando tecnologías 
satelitales combinadas con fotografías hiperespectrales y monitoreo directo de algunas 
zonas (para lo cual ya están entrenando comuneros). Se obtienen así resultados muy 
definidos, no sólo de fauna y flora sino también de los humanos que están allí, lo cual es 
toda una base para vigilar a comunidades y además, para la biopiratería de última 
generación. 
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